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SOLUCIÓN AMISTOSA

JESÚS MANUEL NARANJO CÁRDENAS Y OTROS
(JUBILADOS DE LA EMPRESA VENEZOLANA DE AVIACIÓN - VIASA)
VENEZUELA
16 de julio de 2013
I. RESUMEN
1. El 21 de septiembre de 2001, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o la “CIDH”) recibió una petición presentada por el Programa Venezolano de Educación - Acción en Derechos Humanos (PROVEA) y la Asociación Nacional de Trabajadores Jubilados y Pensionados de Venezolana Internacional de Aviación Sociedad Anónima (ANTJUVIASA) (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alegó la responsabilidad de la República Bolivariana de Venezuela (en adelante, “el Estado” o “el Estado venezolano”) por el incumplimiento de dos fallos judiciales dictados por tribunales internos en los que se ampara el derecho a la seguridad social de las 18 presuntas víctimas.
2. Los peticionarios alegaron que el Estado era responsable por la violación de los derechos a la protección judicial, la propiedad privada y el desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales, establecidos en los artículos 21, 25 y 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”) todos en conexión con las obligaciones de respetar y garantizar los derechos establecidos en el articulo 1(1) de la Convención Americana y los artículos XVI y XVIII de la Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre (en adelante la "Declaración" o la "Declaración Americana"), en perjuicio de 18 extrabajadores jubilados de la empresa y sus familiares, así como de la obligación genérica de respetar y garantizar los derechos protegidos en el artículo 1(1) de la Convención Americana. 
3. En el presente informe de solución amistosa, según lo establecido en el artículo 49 de la Convención y en el artículo 40.5 del Reglamento de la Comisión, se efectúa una reseña de los hechos alegados por los peticionarios y se transcribe el acuerdo de solución amistosa, suscrito el 2 de marzo de 2005, por los peticionarios y por representantes del Estado venezolano. Asimismo, se aprueba el acuerdo suscrito entre las partes y se acuerda la publicación del presente informe en el Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 21 de septiembre de 2001, la Comisión recibió una petición presentada por PROVEA y ANTJUVIASA en contra de la República Bolivariana de Venezuela. La Comisión radicó la petición bajo número 667/2001 y el 26 de febrero de 2002 trasladó la denuncia al Estado. El 18 de octubre de 2002 el Estado presentó ante la Comisión un informe-respuesta sobre las cuestiones de admisibilidad y fondo de la denuncia, solicitando la inadmisibilidad de la petición. El Estado suministró observaciones e información adicional mediante comunicaciones del 3 de marzo de 2004, 10 de mayo de 2004, 27 de diciembre de 2004, 7 de abril de 2005, 18 de julio de 2005, 26 de octubre de 2005, 15 de septiembre de 2005, las que fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.
5. El 10 de diciembre de 2003, PROVEA, ANTJUVIASA y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), actuando como co-peticionarios, presentaron un escrito ante la Comisión en el que informaron del fallecimiento de una de las víctimas (Jesús Manuel Naranjo) solicitando la aplicación del artículo 37(3) del Reglamento de la Comisión
. Dicha comunicación fue trasladada al Estado. En el mismo escrito constan los nombres de cinco de las victimas fallecidas con anterioridad: Daniel Piñeiro, Jesús Caro, Raúl Rodríguez, Oscar Schemel y Tulio Pachano. Asimismo, los peticionarios presentaron observaciones e información adicional mediante comunicaciones del 28 enero de 2003, 9 de marzo de 2004, 1ro de abril de 2004, 12 de abril de 2004, 15 de junio de 2004, 21 de junio de 2004, 20 de agosto de 2004, 24 de septiembre de 2004, 3 de diciembre de 2004, 29 de diciembre de 2004, 30 de junio de 2005, 21 de diciembre de 2005, 7 de marzo de 2008, 25 de julio de 2011, 7 de junio de 2012 las que fueron debidamente trasladadas al Estado.
6. El 13 de octubre de 2004, la CIDH aprobó el Informe de Admisibilidad No. 70/04, por medio del cual declaró admisible la petición respecto de las presuntas violaciones de los artículos 21, 25 y 26 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Dicho informe fue transmitido a las partes en comunicación de 11 de noviembre de 2004, por medio de la cual, conforme al artículo 48(1)(f) de la Convención Americana y 37(4) de su Reglamento, la CIDH se puso a disposición de las partes para llegar a un acuerdo de solución amistosa. El 2 de marzo de 2005, las partes firmaron un acta de compromiso con el ánimo de avanzar hacia una solución amistosa. 
7. En el marco del procedimiento de solución amistosa se realizaron las siguientes reuniones de trabajo: el 3 de marzo de 2004, durante el 119º período de sesiones de la CIDH, se llevó a cabo una reunión de trabajo para discutir las posiciones de las partes y explorar una posible solución amistosa en el caso. Asimismo, el 2 de marzo de 2005, en el marco del 122º período ordinario de sesiones, las partes firmaron un acta de compromiso con el ánimo de avanzar hacia una solución amistosa. El 20 de octubre de 2005, durante el 123º período ordinario de sesiones en el marco de una reunión de trabajo, las partes informaron sobre el estado de cumplimiento de los compromisos asumidos y establecieron un nuevo cronograma de cumplimiento. El 7 de marzo de 2008,  durante el 131º período ordinario de sesiones, se llevó a cabo una reunión de trabajo para impulsar el cumplimiento total de los compromisos por parte del Estado con la finalidad de homologar el acuerdo de solución amistosa. El 4 de noviembre de 2009, en el marco del 137º período ordinario de sesiones, los peticionarios, en presencia de representantes del Estado informaron que hasta la fecha el Estado habría dado cumplimiento a los compromisos pecuniarios por lo que quedaban pendientes de cumplimiento los compromisos no pecuniarios.
8. Finalmente, el 15 de febrero de 2013, los peticionarios enviaron una comunicación mediante la cual solicitaron a la Comisión que emita un informe de solución amistosa.
III.  LOS HECHOS

9. Según la petición, la empresa estatal VIASA fue parcialmente privatizada en el año 1992. A través de esta privatización la empresa española de aviación IBERIA adquirió el 45% de las acciones, el Banco Provincial de Venezuela adquirió el 15% y el Estado venezolano, a través del Fondo de Inversiones de Venezuela conservó el 40% de las acciones de la empresa. Afirmaron los peticionarios que en la transacción accionaria, el Estado pactó con los compradores que todos los trabajadores perderían su condición de empleados públicos y, en consecuencia, el beneficio del Plan de Jubilación previsto para ellos. Esta cláusula se suscribió a pesar de que en la legislación interna los derechos laborales se consideran irrenunciables. 
10. Al privatizarse la empresa las presuntas víctimas continuaron dependiendo de VIASA. Esta entidad canceló los deberes pensionales hasta 1997, año en que de manera unilateral cesó el pago de las prestaciones. Consta en la petición que el 3 de septiembre de 1998 la empresa, dentro del proceso judicial de atraso
, hizo firmar a los 18 trabajadores un acuerdo mediante el cual renunciaban a su derecho a la jubilación. Este acuerdo fue homologado judicialmente por el Tribunal Concursal que adelanta un proceso de atraso el que declaró la quiebra judicial de VIASA. 
11. El 27 de abril de 1999, los trabajadores jubilados interpusieron una acción de amparo constitucional alegando violaciones a sus derechos al trabajo, a la irrenunciabilidad de los derechos laborales y a la seguridad social. Esta acción le correspondió ser conocida por el Juzgado Séptimo de Primera Instancia del Trabajo del Área Metropolitana de Caracas. El 20 de mayo de 1999, el Tribunal Séptimo declaró a lugar la acción de amparo, decretando la nulidad por inconstitucionalidad del acuerdo firmado entre la empresa y los trabajadores jubilados. En consecuencia, el Tribunal Séptimo  ordenó "la restitución del derecho de los trabajadores jubilados al disfrute y goce total del beneficio de las pensiones de jubilación"
. 
12. Los peticionarios alegaron que en virtud de tres fallos judiciales
, tanto la Empresa Venezolana Internacional de Aviación como el Fondo de Inversiones de Venezuela (transformado en el Banco de Desarrollo Económico y Social en mayo de 2001) quedaron obligados a dar cumplimiento a la restitución pensional. De igual forma demandaron el cumplimiento de la ejecución de las sentencias a los órganos constitucionales del Estado encargados de garantizar la observancia de los fallos judiciales.
13. Los peticionarios denunciaron el incumplimiento a las sentencias judiciales. Alegaron además que el incumplimiento de las órdenes judiciales de suyo constituye una violación continuada y actual de los derechos laborales de los trabajadores jubilados. Esta situación habría generado el desamparo total de los pensionados quienes eran personas de edad avanzada a las que aquejan múltiples dolencias propias de su edad. Denunciaron también que las condiciones de vida de estas personas eran muy precarias debido a que en la mayoría de los casos no contaban con apoyo económico para cubrir sus necesidades esenciales, lo cual deterioró aun más su estado de salud. 
IV.
SOLUCIÓN AMISTOSA

14.  El 2 de marzo de 2005
, en la ciudad de Washington D.C., Marino Alvarado y Olga Lucia Pérez, por los peticionarios y María Auxiliadora Monagas, por el Estado, suscribieron un acuerdo de solución amistosa en los siguientes términos:
ACTA DE COMPROMISO
Reunidos en la sede de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 2 de marzo de 2005, en reunión de trabajo convocada para discutir un posible acuerdo de solución amistosa en el caso (Jubilados de la Empresa Venezolana Internacional de Aviación, VIASA), la agente del Estado en materia de derechos humanos ante el Sistema Interamericano, María Auxiliadora Monagas, por parte del Estado, y Marino Alvarado y Olga Lucia Pérez del Programa Venezolano de Educación Acción en Derechos Humanos PROVEA y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional CEJIL, respectivamente, por parte de los peticionarios, reconociendo la voluntad expresada por el Estado de avanzar hacia una solución amistosa, considerando la situación que data del ano 1992, establecen que el Estado venezolano asume el compromiso de dar pasos concretos y efectivos para que dentro de un lapso no mayor a 4 meses realice las siguientes gestiones: 
1. Pagar a las 18 personas jubiladas y a sus herederos, cuando sea el caso, el ciento por ciento de las pensiones adeudadas hasta la fecha de la cancelación.
2. Adoptar un mecanismo que le permita [a] las víctimas y sobrevivientes cobrar a futuro sus pensiones de jubilación a partir del momento del pago de lo adeudado, de conformidad con la legislación venezolana.
3. El pago de seis mil dólares americanos ($6.000) o su equivalente en Bolívares, por concepto de indemnización de daños morales y materiales a cada una de las victimas y sus familiares. Para el cumplimiento de esta reparación el Estado podrá requerir un lapso de dos meses adicionales al término anteriormente establecido.
4. Adelantar medidas orientadas a satisfacer las peticiones de carácter no pecuniario de tal manera que se garantice el desagravio por parte del Estado de las victimas y sus familiares. Que consisten en:
a) El reconocimiento de responsabilidad internacional del Estado venezolano de la violación de los derechos humanos ocurrida durante el año 1992 a raíz de la privatización de la empresa VIASA, habiendo afectado derechos adquiridos por las personas jubiladas, y el reconocimiento del Presidente Hugo Chávez Frías de solucionar la situación.

b) Publicar en un diario de circulación nacional el desagravio a las personas jubiladas y sus familiares.

c) Realizar un programa especial de televisión  en el canal oficial de mayor cobertura a nivel nacional en homenaje del jubilado fallecido Jesús Manuel Naranjo, Presidente de la Asociación Nacional de Trabajadores Jubilados y Pensionados de VIASA, y en reconocimiento a la perseverancia de los jubilados a la lucha por sus derechos.
d) Realizar un programa educativo en donde se de a conocer los derechos y beneficios que le asisten a las personas jubiladas en Venezuela.

Las organizaciones PROVEA y CEJIL asumen el compromiso de facilitar al gobierno de Venezuela toda la documentación e información disponible que sea requerida para que el Gobierno pueda realizar las acciones conducentes al pago.
Las partes expresamente acuerdan que, dados [los] hechos concretos de cumplimiento, suscribirán un acuerdo de solución amistosa dentro del marco establecido por la Convención Americana. Así mismo, se comprometen a informar periódicamente a la Comisión de los avances del proceso hacia un acuerdo amistoso.

Las partes se comprometen a reunirse en la ciudad de Caracas como mínimo una vez al mes para hacer seguimiento del proceso y resolver cualquier inconveniente en la implementación de los compromisos establecidos en la presente acta.

V.
DETERMINACIÓN DE COMPATIBILIDAD Y CUMPLIMIENTO

15.  De acuerdo con el artículo 48.1.f de la Convención, este procedimiento tiene como fin “llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en [la] Convención”. La aceptación de llevar a cabo este trámite expresa la buena fe del Estado para cumplir con los propósitos y objetivos de la Convención en virtud del principio pacta sunt servanda, por el cual los Estados deben cumplir de buena fe las obligaciones asumidas en los tratados. Al respecto, la CIDH desea reiterar que el procedimiento de solución amistosa contemplado en la Convención permite la terminación de los casos individuales en forma no contenciosa, y ha demostrado, en casos relativos a diversos países, ofrecer un vehículo importante de solución, que puede ser utilizado por ambas partes. 

16.  Con fundamento en la información disponible, la Comisión entiende que tanto el Estado como los peticionarios consideran que al acta de compromiso, junto con las medidas de cumplimiento adoptadas, constituyen el acuerdo entre las partes. 

17.  En relación al cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado, en comunicaciones del 25 de julio de 2011 y el 7 de junio de 2012 los peticionarios informaron que el Estado de Venezuela habría cumplido con los aspectos fundamentales del acuerdo
. En particular, en cuanto a los compromisos de carácter pecuniario, indicaron que las personas beneficiarias de pagos de jubilación y pensión habrían estado recibiendo los pagos acordados mensualmente; los cuales están siendo depositados en una cuenta bancaria individualizada en el Banco de Venezuela. Informaron que dichos pagos se vienen realizando de manera constante y puntual desde que recibieron su primera mensualidad. Asimismo, indicaron que a los beneficiarios de dichas medidas, se les extendieron algunos beneficios de los cuales gozan los jubilados del Ministerio de Finanzas, órgano al cual se les adscribió de mutuo acuerdo. 
18.
En cuanto a los compromisos de carácter no pecuniario (reconocimiento de responsabilidad internacional del Estado venezolano, publicación de desagravio y dos programas de televisión), los peticionarios informaron que hasta el 7 de junio de 2012 no se habrían cumplido. Al respecto, la Comisión no cuenta con información proveniente del Estado.
VI. CONCLUSIONES

19.
 Con base en las consideraciones que anteceden y en virtud del procedimiento previsto en los artículos 48.1.f y 49 de la Convención Americana, la Comisión desea reiterar su profundo aprecio por los esfuerzos realizados por las partes y su satisfacción por el logro de una solución amistosa en el presente caso, fundada en el respeto a los derechos humanos, y compatible con el objeto y fin de la Convención Americana.
20.
 En relación a los compromisos pendientes, la CIDH seguirá dando seguimiento a las acciones realizadas por el Estado para su cabal cumplimiento.

21.
 En virtud de las consideraciones y conclusiones expuestas en este informe, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

DECIDE:
1.
Aprobar los términos del acuerdo suscrito por las partes el 2 de marzo de 2005.
2.
Continuar con la supervisión de los compromisos pendientes de cumplimiento por parte del Estado de Venezuela y, con tal finalidad, recordar a las partes su compromiso de informar periódicamente a la CIDH sobre su cumplimiento. 

Hacer público el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� CIDH, Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Titulo II, Capítulo II. Peticiones referentes a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros Instrumentos Aplicables. Art 37. Procedimiento sobre el fondo. 3) En caso de gravedad y urgencia o cuando se considere que la vida de una persona o su integridad personal se encuentre en peligro real e inminente y una vez abierto el caso, la Comisión solicitará al Estado que envíe sus observaciones adicionales sobre el fondo dentro de un plazo razonable, fijado por la Comisión al considerar las circunstancias de cada caso. 


� El artículo 898 del Código de Comercio venezolano establece que: "El comerciante cuyo activo exceda positivamente de su pasivo, y que por falta de numerario debido a sucesos imprevistos o causa de cualquiera otra manera excusable, se vea en la necesidad de retardar o aplazar sus pagos, será considerado en estado de atraso y podrá pedir al Tribunal de Comercio competente que le autorice para proceder a la liquidación amigable de sus negocios, dentro de un plazo suficiente que no exceda de doce meses; obligándose a no hacer, mientras se resuelva su solicitud, ninguna operación que no sea de simple detal".


� Juzgado Séptimo de Primera Instancia del Trabajo del Área Metropolitana de Caracas, sentencia de 20 de mayo de 1999, Decidendo 1.


� Acción de amparo constitucional por la violación a sus derechos al trabajo, a la irrenunciabilidad de los derechos laborales y a la seguridad social. Esta acción le correspondió ser conocida por el Juzgado Séptimo de Primera Instancia del Trabajo del Área Metropolitana de Caracas. (27 de abril de 1999). El 20 de mayo de 1999, el Tribunal Séptimo declaró con lugar la acción de amparo, decretando la nulidad por inconstitucionalidad del acuerdo firmado entre la empresa y los trabajadores jubilados. Este Tribunal confirmó la decisión del Tribunal Séptimo mediante sentencia del 13 de agosto de 1999. La decisión confirmó la totalidad del fallo de primera instancia.





� Ratificada el 20 de octubre de 2005.


� Compensación económica acordada entre las partes: 1. El ciento por ciento de las pensiones adeudadas hasta la fecha de la cancelación. 2. Cobro de jubilación a partir del momento del pago de lo adeudado, de conformidad con la legislación venezolana. 3. El pago de seis mil dólares americanos ($6.000) o su equivalente en Bolívares, por concepto de indemnización de daños morales y materiales a cada una de las victimas y sus familiares. 
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